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Prensa -y eso sí que es de su 
exclusiva responsabilidad- afrontase 
lJn debate interno y en profundidad 
~-o~re lo que son límites éticos y 
/l'l'lltes estéticos, avanzase en esa 
rontera difusa de la l ibertad de 
expresión también mediatizada 
rnu~has veces por la propia empresa 
Per~~dística sensible a las presiones 
(.0 ht!cas o de intereses financieros 
(ClJantos periódicos de Barcelona 
~elataron el juicio oral seguida contra 
~s Procesados por el fraude al 
Onsorcio de la Zona Franca?). 
Porque ésta profesión 
~o denunció ese hachazo, que no 
ecorte a su libertad? 
Por qué ésta es una profesión 
~lJrnida en una profunda crisis en 
d Onde nadi e quiere perder su mesa 
e trabajo. 
TAULA RODONA: 
Antoni Gisbert, 
fiscal 
Al plantearnos el problema de la 
l ibertad de expresión y de sus límites, 
pienso yo que en primer lugar cabría 
hablar o cabría reflexionar, aunque 
fuese ligeramente, sobre los límites 
de caracter ecorímico y social que la 
libertad de expresión tiene. 
Esa formulación genera l contenida 
en el artículo 20 de la Constitución, 
no es nada o es muy poca cosa si no 
se tienen los medios para expresar el 
pensamiento; las ideas para dar o 
para recibir la información. Todos 
sabéis, vosotros mejor quiza~que yo, 
que la expresión solamente puede 
realizarse a través de los medios de 
comunicación que exigen un 
sustrato, una infraestructura 
económica elevada: la prensa, la 
radio y la televisión. 
Evidentemente, sólo determinades 
grupos, sólo determinadas clases 
sociales tienen a su disposición 
estos medios de comunicación. Por 
esto, en primer lugar, yo creo que lo 
que cabe hacer es una reflexión 
sobre este hecho, aunque esto sería, 
naturalmente, salirse un poco del 
tema "libertad de expresión y 
derecho"; entraríamos en el campo 
de "libertad de expresión y política", 
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pero creo absolutJmente necesario 
comenzar por hacer esta afirmación: 
que la l ibertad de expresión 
reconocida en nuestra Constitución, 
es, como todas las libertades, una 
libertad formal, o, por lo menes, en 
parte formal. 
Esa libertad de expresión 
reconocida en el artícu lo 20 tiene 
una serie de límites de caracter 
jurídica que en el mismo se detallan: 
ese derecho al honor, a la intimidad, 
al respeto, a la juventud y a la 
infancia. La transgresión de los 
límitas de esa libertad de expresión 
no necesariamente tiene que ser 
constitutiva de delito; puede entrar 
también dentro del campo de lo 
puramente civil. Así esta materia esta 
regulada por la Ley organica 1/1982, 
de 5 de mayo, y voy a referirme única 
y exclusivamente a este segundo 
aspecte: Cuando en el ejercicio de la 
libertad de expresión el transgredir 
estos límites es constitutiva de 
delito. 
Ya sabéis todos que de estos 
delites quizas los mas importantes 
serían las injurias, las calumnias, el 
escandalo pública, el desacato. la 
apología al terrorisme, como figuras 
mas destacadas dentro de nuestras 
leyes penales. 
Yo quisiera destacar una de las 
características que, a mi modo de 
ver, tienen todas estas figuras 
delictivas. Todas elias son 
constitutivas de lo que los juristas 
llama mos "tipes abiertos", es decir, 
descripciones realizadas en la ley de 
determinadas conductas delictivas 
donde no se recogen totalmente 
todas las características de la 
conducta prohibida. Así, como 
ejemplo mas representativa 
tendríamos el famosa artículo 430: 
"e l que de cualquier modo ofendiera 
el pudor o las buenas costumbres 
con hechos de grave escandalo o 
trascendencia". Se trata de una 
ofensa a la moral pública o a la moral 
colectiva, pero evidentemente para 
aplicar este artículo es necesario 
llevar a cabo un juicio de valor: 
valorar los hechos realizados y ver si 
efectivamente éstos ofenden o no 
esa moral públ ica. ¿Quién tiene que 
hacer este juicio de valor? Los 
tribunales, el encargado de aplicar la 
Ley. 
En estos tipes abiertos siempre 
existe un riesgo, y creo que ahí 
entramos en el aspecte mas 
importante: el riesgo de que el 
juzgador, el que aplique la ley, 
rellene esos conceptes que faltan, 
realice esa valoración en base a su 
pr-:>pia moralidad, y no en base a esa 
moralidad media o a esa moralidad 
colectiva, que es la que debe tener 
en cuenta. Por lo tanta, ahí siempre 
se resiente el llamado " principio de 
legalidad". Es decir, que los 
ciudadanos sepamos exactamente 
qué es lo que podemos hacer y qué 
es lo que no podemos hacer para 
abstenernos de realizar este segundo 
tipo de conductas. 
" El juez ( ... ) es alguien 
que no esta ahí porque ha 
sido elegida por el pueblo, 
sino simplemente porque ( ... ) 
ha aprobado unas oposiciones" 
Así pues, esta característica, a mi 
modo de ver, es muy importante para 
configurar toda esta serie de 
conductas que suponen transgresión 
de la libertad de expresión. Al 
respecto, y para no alargarme porque 
hay otras intervenciones, yo quería 
paner el énfasis de que si esto es así, 
es decir, si para aplicar la ley en 
estos supuestos, para llevar a cabo la 
actuación de estos tipos delictives es 
necesario realizar esos juicios de 
valor, y el tribunal, el juez o el 
magistrada que hoy ejerce esta 
función, es alguien que no esta ahí 
porque ha sido elegida por el pueblo. 
sino simplemente porque, como ya 
se dijo en una ocasión, ha aprobado 
unas oposiciones; y si estas personas 
normalmente tienen una determinada 
¡rocedencia de clase, y naturafmente 
~ clase o el estatus determina una 
CJerta ideologia, una forma de ver las 
~osas, es evidente que la aplicación 
e la ley en estos casos llevara una 
~eterminada dirección. Y esto es así 
0 Y Y fue así en el siglo XIX. Quizas 
en el siglo XIX era mas faci! verlo, 
Pera hoy también es así porque la 
Procedencia de los técnicos del 
derecho, es bien clara socialmente a 
mi modo de ver. Ahí estan las 
estadísticas. 
A mi se me ocurre pensar que 
había una forma, si no de eliminar 
Por lo menos de atenuar este riesgo, 
~ste enorme riesgo, y me extraña, 
esde luego, que no se haya 
~ropuesto hasta ahora, que no se 
aya dicho públicamente, y no es 
Otra cosa que el que este tipo de 
~elitos fueran del conocimiento del 
t ?mado "tribunal de jurado". El 
nb.unal de jurado, que supone el que 
vanos ciudadanos elegidos al azar, 
elegidos por sorteo, de diversa 
Procedencia social, resuelva sobre la 
cuestión de hecho, supone pues la 
aportación de diversas mentalidades 
Y de diversas ideologías, por lo 
~enos teóricamente, a la resolución 
e un determinada conflicto que en 
nuestro supuesto se planteara entre 
et ejercicio de la libertad de 
expresión y las normas de canicter 
Penat. Con ello naturalmente t • . ' 
eoncamente, conseguiríamos una 
resotución mas ajustada a esa 
ll'l_?ralidad pública, a ese concepto 
PUblico que subyace en la mayor 
~arte de los tipos a los que antes 
1\Jemos hecho referencia . 
. aturalmente esto tiene sus 
¡nconvenientes. No siempre en el 
i~rado puede haber esa situación 
d eat de personas procedentes de 
eterminadas ideologías que se 
compeRsen y que vengan a dar una 
dirección mas de acuerdo con la 
evolución social que la que dan los 
tribunates técnicos, pero 
naturalmente éste es un riesgo que 
hay que asumir. 
Esta idea que acabo de exponer no 
es ni mucho menos una idea original. 
La historia del jurada en nuestro país 
viene a demostrar que es mas bien 
una idea ya un tanto vieja. La primera 
ley de imprenta, en 1 820, que hace 
aparecer al jurado por primera vez 
limitada única y exclusivamente en 
los llamados "delitos de imprenta", 
desaparecera con el nuevo régimen 
absolutista, y volvera a aparecer con 
ciertas intermitencias en la época 
isabelina. Mas tarde, en la primera 
ley del jurada, se viene a mantener 
en todo caso el tribunal de jurado 
para los delitos de imprenta. Se hace 
una enumeración de los delitos mas 
graves que deben ser comp,etencia 
del jurada y, como excepc1on, se 
atribuye al tribunal de jurado los 
llamados delitos de imprenta. 
Hoy, como he d icho anteriormente, 
esta por desarrollar este articulo 125. 
El Ministro de Justícia ha dicho en 
alguna ocasión que tenía la intención 
de elaborar un proyecto de ley y ha 
dicho que pensaba -creemos 
nosotros que éste es el criterio del 
Gobierno- que la introducción del 
jurado debía ser gradual. A mi se me 
ocurre pensar que si esto ha de ser 
así, quizas lo mas adecuad? seria que 
el jurada comenzara a func1onar 
conociendo de los delitos llamados 
anteriormente de imprenta, los 
delitos cometidos a través de los 
medios de difusión. 
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